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RESUMEN 
Está investigación analiza desde el derecho comparado las causales de inimputabilidad 
establecidas en los sistemas penales colombiano y español. Es una investigación jurídica - 
comparativa,  que busca establecer las semejanzas y/o diferencias que se presentan entre éstas; 
identificando las medidas aplicables a los sujetos inimputables en estos sistemas penales y 
quiénes determinan la inimputabilidad de un individuo; así como determinando los aspectos de la 
legislación penal de España con respecto a las causales de inimputabilidad y las medidas 
aplicables a los sujetos inimputables, que podrían tenerse en cuenta para mejorar la legislación 
penal colombiana con respecto a este tema. 
De acuerdo a lo anterior, el trabajo se estructura en cinco (5) capítulos, en los cuales se 
contextualiza y describe el problema planteado, así: En el primer capítulo se referencian las 
generalidades de  la investigación, es decir su título, el planteamiento, formulación y 
sistematización del problema, así como su justificación y objetivos generales y específicos.  El 
segundo capítulo presenta el marco de referencia, antecedentes, bases teóricas y bases legales 
del trabajo.  En el tercer capítulo se encuentra el diseño metodológico, tipo y método de 
investigación, y los instrumentos de recolección de información.  El cuarto capítulo contiene las 
diferencias y similitudes que presentan las causales de inimputabilidad establecidas en el sistema 
penal colombiano, con respecto a la legislación penal española; así como, las  medidas aplicables 
a los sujetos inimputables en el sistema penal colombiano y  el español; y quiénes determinan la 
inimputabilidad de un individuo; y finalmente los aspectos de la legislación penal de España con 
respecto a las causales de inimputabilidad y las medidas aplicables a los sujetos inimputables, que 
podrían tenerse en cuenta para mejorar la legislación penal colombiana con respecto a este tema. 
Como conclusión general, se considera que en la redacción del Código Penal Colombiano (Ley 599 
de 2000), tuvo mucho influencia lo desarrollado en el Código Penal Español (Ley 10 de 1995), por 
lo cual no son muchas las diferencias que se encuentran respecto a la figura de inimputabilidad en 
estos dos legislaciones; sin embargo hay algunos aspectos relacionados principalmente con el 
trastorno mental el cual en España se ha consagrado en un sentido más amplio, pues incluye 
oligofrenias y psicopatías.  Otra de las situaciones que consagra la legislación española y que no 
está contenida en la colombiana, es la inimputabilidad por estado de intoxicación plena por el 
consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas y otras 
que produzcan efectos análogos.  Finalmente, se encuentra establecido en España el 
internamiento en un centro de deshabituación, figura que tampoco se encuentra en la legislación 
penal colombiana; por lo cual las recomendaciones van dirigidas a estudiar la posibilidad de incluir 
éstas figuras en el ordenamiento penal colombiano. 
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El tema de la inimputabilidad de los adultos, es uno de los temas más difíciles en el 
ámbito de las ciencias penales. La mayor parte de las legislaciones consideran que 
existen cierto número de individuos que por su especial situación (trastorno mental, 
sordomudez), entre otros, deben recibir un trato especial y diferente por parte de la 
ley al cometer un hecho descrito en la norma.  
 
A este tipo de individuos se les denomina "inimputables" y al fenómeno que los 
resguarda "inimputabilidad". La inimputabilidad es denominada como la incapacidad 
del sujeto para ser culpable siendo determinante su falta de conocimiento sobre los 
actos que realiza o en todo caso en la alteración de su voluntad , todo esto siempre y 
cuando ocurran en el sujeto al momento de cometer el hecho legalmente descrito en 
la norma. 
 
En España desde la redacción del primer Código Penal (1822) se admite la 
posibilidad de eximir de responsabilidad penal a los individuos que presentan ciertas 
alteraciones psicológicas en el momento de cometer el acto delictivo.  El Código 
Penal español no contiene ninguna definición de imputabilidad sino que se limita a 
enumerar varias causas que la doctrina considera que excluyen la imputabilidad. 
 
En Colombia el Código Penal de 1980, consagró una fórmula bastante amplia acerca 
de las causales que son procedentes para valorar la imputabilidad de un sujeto, las 
cuales son las de inmadurez psicológica, el trastorno mental permanente y el 
trastorno mental transitorio con secuelas o sin ellas; las cuales posteriormente y con 
la expedición de la Constitución Política de 1991, fueron modificadas. 
 
En la actualidad las causales de inimputabilidad en España se encuentran 
consagradas en la Ley Orgánica 10 de 1995 y en el Colombia en la Ley 599 de 2000, 
ó Códigos Penales. 
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De acuerdo a lo expresado anteriormente, se desarrolla está investigación, la cual 
analizar desde el derecho comparado  las causales de inimputabilidad establecidas 
en los sistemas penales colombiano y español; comprendido en cinco (5) capítulos, 
en los cuales se contextualiza y describe el problema planteado, así: 
 
En el primer capítulo se referencian las generalidades de  la investigación, es decir 
su título, el planteamiento, formulación y sistematización del problema, así como su 
justificación y objetivos generales y específicos. 
 
El segundo capítulo presenta el marco de referencia, antecedentes, bases teóricas y 
bases legales del trabajo. 
 
En el tercer capítulo se encuentra el diseño metodológico, tipo y método de 
investigación, y los instrumentos de recolección de información 
 
El cuarto capítulo contiene las diferencias y similitudes que presentan las causales 
de inimputabilidad establecidas en el sistema penal colombiano, con respecto a la 
legislación penal española; así como, las  medidas aplicables a los sujetos 
inimputables en el sistema penal colombiano y  el español; y quiénes determinan la 
inimputabilidad de un individuo; y finalmente los aspectos de la legislación penal de 
España con respecto a las causales de inimputabilidad y las medidas aplicables a los 
sujetos inimputables, que podrían tenerse en cuenta para mejorar la legislación penal 
colombiana con respecto a este tema. 
 
Por último en el capítulo quinto, se realizan las conclusiones y recomendaciones 













Causales de la inimputabilidad en el sistema penal colombiano: una visión desde el 
derecho comparado – caso de España. 
 
Planteamiento del problema 
 
El Estatuto Penal Colombiano establece dos regímenes diferenciados de 
responsabilidad penal; uno para los imputables, que son personas que al momento 
de realizar la conducta punible tienen la capacidad de comprender la ilicitud de su 
comportamiento y de orientarlo conforme a esa compresión, caso en el cual el 
Código Penal contempla la imposición de penas y exige que el comportamiento no 
solo sea típico y antijurídico, sino también, culpable, pues se encuentra excluida la 
responsabilidad objetiva; y el otro, para los inimputables, dirigido a los individuos que 
al momento de la comisión del delito y por factores como inmadurez sicológica o 
trastorno mental, no pueden comprender la ilicitud de su conducta, o no pueden 
determinarse de acuerdo con esa comprensión y por ello no actúan culpablemente, 
evento para el cual el Código Penal no establece penas sino medidas de seguridad, 
las cuales no tienen vocación sancionadora sino de protección, curación, tutela y 
rehabilitación y cuya cuantificación no se fija en los términos en los que se hizo por el 
Juzgador en la sentencia impugnada. 
 
La inimputabilidad es uno de los temas más difíciles en el ámbito de las ciencias 
penales. La mayor parte de las legislaciones consideran que existen cierto número 
de individuos que por su especial situación (trastorno mental, sordomudez, edad, 
entre otros), deben recibir un trato especial y diferente por parte de la ley al cometer 
un hecho descrito en la norma, o delito. A este tipo de individuos se les denomina 
"inimputables" y al fenómeno que los resguarda "inimputabilidad". 
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La inimputabilidad es denominada como la incapacidad del sujeto para ser culpable 
siendo determinante su falta de conocimiento sobre los actos que realiza o en todo 
caso en la alteración de su voluntad, todo esto siempre y cuando ocurran en el sujeto 
al momento de cometer el hecho legalmente descrito en la norma. 
 
En Colombia, el Código Penal actual se ocupa de los imputables y de los 
inimputables; de igual forma, lo hacían el Código Penal de 1980 en su artículo 31 y el 
de 1936 también en su artículo 29. 
 
Con ocasión de algunos casos de connotación nacional e impacto mediático, ha 
quedado sobre el tapete la discusión sobre el manejo que el sistema penal 
colombiano dispensa a los inimputables, en tanto que, gracias a estos lamentables 
episodios, han quedado en evidencia las serias deficiencias que al respecto tiene el 
sistema penal acusatorio, pues el Código de Procedimiento Penal colombiano, no 
contempla medidas de aseguramiento para inimputables. 
 
El tema de la inimputabilidad genera gran controversia, toda vez que se presentan 
grandes confusiones en torno a quien debe determinar la inimputabilidad de un 
individuo, si es el juez o el perito; así mismo por considerarse que no todas las 
causales incluidas en la legislación penal, deben aplicarse en Colombia, 
especialmente en lo relacionado con la edad de responsabilidad de los menores, 
quienes han aprovechado esta situación para delinquir, muchas veces utilizados por 
mayores. 
 
Por lo anterior, conviene examinar este tema, el cual busca finalmente determinar los 
aspectos de la legislación penal de España, con respecto a las causales de 
inimputabilidad y las medidas aplicables a los sujetos inimputables, que podrían 






Formulación del problema 
 
¿Cuáles son las causales de inimputabilidad en los sistemas penales colombiano,  y 
español? 
 
Sistematización del problema 
 
¿Qué diferencias y similitudes presentan las causales de inimputabilidad 
establecidas en el sistema penal colombiano, con respecto a la legislación penal 
española? 
 
¿Cuáles son las medidas aplicables a los sujetos inimputables en el sistema penal 
colombiano, y el español; y quiénes determinan la inimputabilidad de un individuo? 
 
¿Qué aspectos de la legislación penal de España  con respecto a las causales de 
inimputabilidad y las medidas aplicables a los sujetos inimputables, podrían tenerse 




Se considera que el trabajo a desarrollar, es de relativa importancia, toda vez que 
con el mismo lo que se busca, analizar desde el derecho comparado las causales de 
inimputabilidad establecidas en el sistema penal colombiano, y en la legislación penal 
de España, a fin de establecer las diferencias y similitudes que presentan las 
causales de inimputabilidad establecidas en el sistema penal colombiano, con 
respecto a la legislación española; así como identificar las medidas aplicables a los 
sujetos inimputables en el sistema penal colombiano, y en el derecho comparado 
(España); y quiénes son los que determinan la inimputabilidad de un individuo. 
 
De igual forma, el trabajo es conveniente, en primera medida por ser un tema de 
actualidad, que viene generando grandes debates por parte de jueces, peritos, 
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fiscales, abogados, y todos aquellos estudiosos del derecho, con respecto  a quien le 
compete determinar la inimputabilidad de un individuo; y en segunda medida, por 
considerarse que estas causales deben ser modificadas especialmente en lo 
relacionado con la edad de los menores quienes han aprovechado la laxitud de la 
legislación penal para participar en la comisión de diferentes tipos de delitos. 
 
A nivel de la Academia, el trabajo se considera relevante, por cuanto del análisis que 
se realice se podrán determinar los aspectos de la legislación penal de España con 
respecto a las causales de inimputabilidad y las medidas aplicables a los sujetos 
inimputables, que podrían tenerse en cuenta para mejorar la legislación penal 
colombiana con respecto a este tema. 
 
La utilidad metodológica la da el hecho de no existir ningún estudio al respecto, que 
evidencie la necesidad de reformar las causales de inimputabilidad que se aplican 
actualmente en Colombia, de acuerdo al Código Penal, y así mismo, la identificación 
de a quien le compete determinar la inimputabilidad de un individuo lo cual puede 
conllevar a que esta investigación se convierta en un referente importante de 
consulta para fiscales, jueces, abogados, peritos, estudiantes de derecho, entre 
otros. 
 
En relación con el área penal, se considera que el tema es pertinente de ser 







Analizar desde el derecho comparado  las causales de inimputabilidad establecidas 






Establecer las diferencias y similitudes que presentan las causales de inimputabilidad 
establecidas en el sistema penal colombiano, con respecto a la legislación penal 
española. 
 
Identificar las medidas aplicables a los sujetos inimputables en el sistema penal 
colombiano y  el español; y quiénes determinan la inimputabilidad de un individuo 
 
Determinar los aspectos de la legislación penal de España con respecto a las 
causales de inimputabilidad y las medidas aplicables a los sujetos inimputables, que 
podrían tenerse en cuenta para mejorar la legislación penal colombiana con respecto 


























La inimputabilidad: Concepto y alcance en el Código Penal Colombiano.  Elaborado 
por: Jaime Gaviria Trespalacios. Artículo publicado en Revista Colombiana de 
Psiquiatría, Suplemento No. 1, Vol. XXXIV.  Bogotá, D.C., 2005.  Desde la 
antigüedad el legislador ha considerado los aspectos subjetivos del autor de un 
hecho ilícito en el momento de juzgarlo. La historia del derecho penal es rica en 
ejemplos que ilustran las diferentes concepciones acerca del influjo de los estados 
mentales en la comisión de hechos delictivos, y muestra la forma como el trastornado 
mental se sustraía del tratamiento penal ordinario previsto para los sujetos normales. 
A medida que se fue desarrollando la teoría del delito se fueron incorporando figuras 
jurídicas específicas referentes al inimputable y a la inimputabilidad. En el 
ordenamiento penal colombiano los estados de trastorno mental e inmadurez 
psicológica permiten inferir inimputabilidad si se cumplen los presupuestos generales 
de incapacidad para comprender la ilicitud o de determinarse de acuerdo con esa 
comprensión, al momento de cometer un ilícito. Desde el punto de vista jurídico, 
trastorno mental es toda condición médico-psicológica que afecte decisivamente las 
esferas cognoscitiva y volitiva del sujeto. La inimputabilidad surge cuando el sujeto 
no está en capacidad de entender la naturaleza de su acto o de determinar su 
conducta, a causa de trastorno mental o inmadurez psicológica. La diversidad 
sociocultural puede, asimismo, dar lugar a la calificación de inimputabilidad. La 
imputabilidad, al contrario, presupone culpabilidad y ésta se asienta en el 
conocimiento del acto y la libre determinación de ejecutarlo o no. Los sujetos 






Evolución del concepto de la inimputabilidad en Colombia.  Elaborado por: María 
Leonor Oviedo Pinto.  Este artículo corresponde a una revisión bibliográfica.  
Investigación realizada al interior de la línea de investigación interdisciplinaria en 
psicología jurídica de la Facultad de Derecho y Psicología de la Fundación 
Universitaria Los Libertadores. Bogotá. Colombia, 2008.  En la evolución de la teoría 
del delito, el aspecto subjetivo, ha sido determinante en el sujeto al momento de 
cuestionarle una conducta humana normada legalmente, es decir, aquellas que han 
sido prohibidas por la ley penal, o aquellas que establecen mandatos. Una persona 
es imputable, cuando tiene el conocimiento de la ilicitud del comportamiento y la 
voluntad dirigida hacía su realización, cuando esos elementos no concurren, estamos 
ante una sujeto inimputable. El inimputable, merece un trato especial, humano, 
encaminado a lograr la paz social y la consecución de una verdadera justicia 
material. 
 
Desde el punto de vista histórico-jurídico, se encamina a la búsqueda de nuevos 
referentes sobre los factores que determinan las causas y consecuencias de la 
inimputabilidad, que contribuye a mejorar la triádica relación entre el individuo, el 
aparato judicial y la sociedad. Las causales de inimputabilidad en Colombia son: El 
trastorno mental, concebido como toda condición médico-psicológica que afecta las 
esferas cognoscitiva y volitiva del sujeto, la inmadurez psicológica y la diversidad 
sociocultural o estados similares; que colocan al individuo en la incapacidad para 
comprender la ilicitud de sus actos y determinarse de acuerdo a esa comprensión, a 




   
La inimputabilidad 
 
Para hablar de inimputabilidad es necesario primero definir lo que es la 
imputabilidad, con el fin de realizar una diferencia objetiva ya que estos dos términos 
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atienden a las causales de justificación penal.  El término imputabilidad es un 
concepto de base psicológica, el cual comprende el conjunto de facultades psíquicas 
mínimas que debe reunir un sujeto autor de un delito con objeto a ser declarado 
culpable. (Tiffonnonis, 2008, p. 2).  
 
Desde un ámbito estrictamente penal, la inimputabilidad está referida al conjunto de 
facultades mínimas requeridas para considerar a un sujeto responsable por haber 
realizado una conducta subsumible en un tipo penal, y, que además haya  causado 
una efectiva lesión o puesta en peligro a un bien jurídico determinado. Es importante 
que se establezca, el lugar que ocupa dentro de la teoría del delito y las 
consecuencias jurídicas que conlleva. (Oviedo Pinto, 2008, p. 7). 
 
Es decir, que es inimputable el individuo que se encuentre eximido de 
responsabilidad penal por no poder comprender la ilicitud de un hecho punible.  
 
La “inimputabilidad”, es la ausencia de capacidad para conocer el alcance de los 
propios actos. Etimológicamente procede del latín in e imputo: imputas, imputare, y 
aduce a la “persona que carece de suficientes facultades mentales y de la capacidad 
de motivación, al momento de realizar la conducta típica, que le impide comprender 
su acción omisión en los términos establecidos por la ley penal; por ese motivo se le 
considera carente de culpabilidad en sus actos”. (Aller Maisonnave, 2002, p. 10).   
 
El Dr. Julio Andrés Sampedro Arrubia (1987, p, 29) dice "La inimputabilidad es la 
incapacidad del sujeto para ser culpable siendo determinante la falta de conocimiento 
de la ilicitud y/o la alteración de la voluntad, siempre y cuando ocurran en el sujeto al 
momento de ejecutar el hecho legalmente descrito".  
 
Agudelo (1994), por su parte la define como: “La incapacidad del sujeto de 
comprender la licitud de un hecho que ejecuta y/o determinarse de acuerdo con la 




Eugenio Raúl Zaffaroni (1982, p. 12), considera que la inimputabilidad es la 
incapacidad psíquica de culpabilidad, indicando así que solo existen dos fuentes de 
la inimputabilidad: “La insuficiencia de las facultades”  y “la perturbación morbosa de 
las facultades”. 
 
Fernando Velásquez (2004, p. 9), entiende la inimputabilidad, como aquel fenómeno 
que se presenta cuando el agente al momento de cometer el hecho, atendidas las 
condiciones político sociales y culturales concretas, no se encontraba en capacidad 
de comprender la ilicitud de su actuar o de determinarse de acuerdo con esa 
comprensión o ambas, por padecer un trastorno mental, una inmadurez psicológica o 
diversidad sociocultural. 
 
Normalmente se considerarán inimputables a aquellas personas que padezcan 
alguna enfermedad mental, un retraso mental, entre otras alternativas. 
 
En tanto, la imputabilidad es el conjunto de circunstancias previstas por la ley, las 
cuales permiten establecer una relación de causa y efecto entre un acontecimiento 
delictivo y el sujeto al cual se lo considera responsable del mismo, por tanto, la 
ausencia de las mencionadas circunstancias determinará un escenario de 
inimputabilidad, aún y a pesar de haberse comprobado el hecho criminal y la autoría 
por parte del inimputable, no se lo considerará penalmente responsable del mismo. 
 
Por ejemplo, cuando una persona que padece algún tipo de enfermedad psíquica 
comete algún crimen, como ser un asesinato, una vez que la justicia compruebe 
fehacientemente su situación, lo más probable es que en la sentencia jurídica se la 
declare inimputable por no poder comprender que lo que ha cometido es un 
asesinato y por tanto será destinada a un hospital o clínica psiquiátrica para su 
internación, porque si bien no puede ser enviada a una cárcel, tampoco puede 
permanecer en libertad, ya que se trata de una persona peligrosa para sí misma y 




El Código Penal colombiano define el concepto de inimputabilidad, en el artículo 33 
así: “Es inimputable quien en el momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica 
no tuviere la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con 
esa comprensión, por inmadurez psicológica, trastorno mental, diversidad 
sociocultural o estados similares. No será inimputable el agente que hubiere 
preordenado su trastorno mental”. (Ley 599 de 2000).  
 
La inimputabilidad, más que una condición, es el juicio jurídico atribuible a la persona 
que habiendo perpetrado una acción delictiva, satisface las premisas contenidas en 
el artículo 33 de la normatividad penal. Inimputable es, al contrario del imputable, el 
sujeto que al ejecutar la conducta típica no estaba en condiciones de conocer y 
comprender su antijuridicidad o de orientar su comportamiento de conformidad con 
dicha comprensión, por inmadurez psicológica, trastorno mental o circunstancias 
socioculturales específicas. La presencia demostrada de una de estas situaciones le 
impide al sujeto percatarse de que está lesionando o poniendo en riesgo 
determinado bien jurídico típicamente tutelado, o lo inhabilita para comportarse de 
manera jurídica, a pesar de percibir la ilicitud de su conducta. Al respecto, Agudelo 
Betancur comenta: “Y es que en esto consiste la inimputabilidad: no en la capacidad 
de comprender la realización del hecho, sino en la incapacidad de comprender la 
ilicitud o antijuridicidad de éste”. (Agudelo-Betancur, 1986, p. 67). 
 
Esta condición personal del agente le impide actuar con culpabilidad dolosa, culposa 
o preterintencional, ya sea por carencia de conciencia plena de la antijuridicidad de 
su acción u omisión, o ya sea por inexistencia de libertad para comportarse lícita o 
ilícitamente, presupuestos sin los cuales no es posible imputar a una persona una 
conducta típica y antijurídica desde una de estas modalidades de culpabilidad, ni 






Cuando se predica que un sujeto es inimputable, se está emitiendo un juicio de valor 
sobre el sujeto autor. Gaitán Mahecha observa: “El inimputable actúa sin 
culpabilidad. La inimputabilidad no es incapacidad de acción o incapacidad del 
injusto, o incapacidad de pena, sino incapacidad de culpabilidad […] La culpabilidad 
tiene como presupuesto la imputabilidad o capacidad de culpabilidad, y como juicio 
desvalorativo, de reproche personal, comprende la conciencia de la antijuridicidad del 
acto. La culpabilidad falta totalmente en los casos de inimputabilidad”.  (1982, p. 8). 
 
Por su parte, las causas de inimputabilidad son aquellas situaciones que, si bien la 
conducta es típica y antijurídica, hacen que no sea posible atribuir el acto realizado al 
sujeto por concurrir en él: Enfermedad mental, Grave Insuficiencia de la Inteligencia, 
Grave Perturbación de la conciencia o Ser menor de 16 años. 
 
La razón por la cual el inimputable no es capaz de actuar culpablemente es que 
presenta fallas de carácter sicosomático o sociocultural que le impiden valorar 
adecuadamente la juricidad y la antijuridicidad de sus acciones y moderar sus 
acciones y moderar su conducta conforme tal valoración. 
 
La calidad de inimputable se deriva del hecho de que el sujeto no puede, en razón de 
tales diferencias, comprender la ilicitud de su actuar, o de que pudiendo 
comprenderla no es capaz de comportarse diversamente. 
 
Las causales de inimputabilidad, que legislación penal colombiana establece son: El 
trastorno mental –ya sea transitorio o permanente-, la inmadurez psicológica y la 
diversidad sociocultural o estados similares. Por otro lado, los menores de edad ya 
no pertenecen a la categoría de inimputables, pues ellos son juzgados por el sistema 
de responsabilidad penal juvenil, es decir, los menores de edad son imputables 
relativamente, ya que, no reciben penas sino sanciones de carácter pedagógico.  
   
Grisanti Aveledo (2005), dice que "La causas de inimputabilidad", son los motivos 
que impiden que se atribuyan a una persona, el acto típicamente antijurídico que 
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haya realizado. (p. 22). 
 
Jiménez De  Asúa (1990), manifiesta que son motivos de inimputabilidad la falta de 
desarrollo y salud de la persona en su mente; así como los trastornos pasajeros de 
las facultades mentales que privan o perturban en el sujeto la facultad de conocer el 
deber. (p. 46). 
 
Las causas de inimputabilidad son aquellas que si bien el hecho es intrínsecamente 
malo, antijurídico, no se encuentra sujeto a delito, por no concurrir en él el desarrollo 
y la salud mental, la conciencia o la espontaneidad. 
 
Las causas de la inimputabilidad serán pues todas aquellas capaces de anular o 
neutralizar, ya sea en el desarrollo o salud de la mente, en cuyo caso el sujeto 
carece de la aptitud psicológica para la delictuosidad. 
 
Cuando un individuo, se encuentra incurso en una de las causales de 
inimputabilidad, es decir, ha sido considerado inimputable, no está sometido a la 
obligación de soportar las sanciones establecidas para el delito, por causa de su 
ejecución, puesto que para establecer su responsabilidad, se requiere que surjan los 
presupuestos de imputabilidad, culpabilidad y anti juridicidad. No obstante, en la 
conformación dualista de nuestro sistema jurídico penal, el inimputable no estará 
sometido a la imposición de una pena sino de una medida de seguridad. 
 
Creus (1992), sostiene que “la incapacidad, o sea para saber lo que hace y conocerlo 
como contrario a derecho para dirigir sus acciones de acuerdo con ese conocimiento. 
Inimputable, pues, es quien no posee las facultades necesarias para conocer su 
hecho en la forma y extensión requeridas por la ley para que su conducta sea 
presupuesto de punibilidad, por lo cual se encuentra en la imposibilidad de dirigir sus 
acciones hacia el actuar lícito, por no haber tenido capacidad para conocer o no 




Según Gisbert-Calabuig (2000, p. 19), los aspectos psiquiátrico-forense de la 
imputabilidad que cabría considerar según la comisión de un delito sería:  
 
   1. Un estado de madurez mínimo, fisiológico y psíquico. 
   2. Existencia de plena conciencia de los actos que se realizan. 
   3. Capacidad de voluntariedad o volitiva. 
   4. Capacidad de libertad de acción o cognitivas. 
 
Para Gisbert (2000, p. 19) estas condiciones estarían determinadas por: 
 
  1. Que en el momento de la acción el sujeto posea la inteligencia y el 
discernimiento de sus actos (= capacidad cognitiva). 
    
2. Que el sujeto goce de la libertad de su voluntad o de su libre albedrío (= 
capacidad volitiva). 
 
Mesa (2007),  considera que para que exista la imputabilidad el actor del delito es 
capaz y que voluntariamente incurre en alguna causal de invalidación de un acto 
entre civiles y de interés jurídico.  A sí mismo, el ejecutor de una conducta típica, 
antijurídica y realizada con culpabilidad.  Por consiguiente, para la comisión de un 
delito debe haber comprensión cognitiva del mismo, es decir, que la capacidad 
cognoscitiva debe estar proporcionalmente y direccionada en la realización de la 
conducta punible.  Al respecto  Mesa, considera: “el imputable (a criterio del juez) 
cuando incurre en la conducta típica y antijurídica, goza del sano uso de sus 
facultades mentales superiores, es decir, tiene pleno conocimientos de causas y libre 
capacidad de volición.  En otras palabras, sabia a total conciencia y consciencia 
porqué y para qué actuaba, era capaz de medir las consecuencias de sus actos, y 
dichos actos fueron determinados libremente, siendo, por consiguiente, también 




Lo anterior señala que la imputabilidad es la capacidad que tiene el agente del delito, 
de valorar el comportamiento o el hecho que se realiza y de dirigir la conducta según 
las exigencias del derecho.  La doctrina jurídica define la imputabilidad como la 
capacidad de conocimiento y comprensión que al tiempo de la comisión del hecho 
típico tiene el ejecutor sobre la antijuridicidad de su acción u omisión y la de dirigir su 
conducta de conformidad con esa comprensión. (Reyes, 1982, p. 203).   El primer 
elemento del fenómeno se refiere al necesario entendimiento que ha de tener el 
sujeto de que está vulnerando con su conducta y sin justificación legítima el bien 
jurídico penalmente protegido. El segundo aspecto se refiere al humano albedrío 
para actuar en sentido contrario a la ley, pudiendo y debiendo obrar conforme a 
derecho.  La capacidad de entender, como facultad intelectiva perteneciente a la 
esfera cognoscitiva, es la posibilidad de conocer, comprender, discernir, discutir y 
criticar los motivos de la propia conducta y, por lo tanto, de apreciarla en sus 
relaciones con el mundo externo, en su dimensión y  en sus consecuencias. La 
capacidad de querer, como facultad perteneciente a la esfera volitiva, es la 
posibilidad de determinarse basándose en motivos optativos y seleccionados, la de 
elegir la conducta más apropiada entre diversas alternativas y, por consiguiente, de 
abstenerse frente a los estímulos externos o de refrenar los impulsos internos e 
inhibir la actuación. 
 
Definida la imputabilidad como un atributo o aptitud de la persona (de entender y de 
querer, como premisas básicas), deben considerarse los aspectos personales que el 
agente deja traslucir en la realización de la conducta, pues la personalidad se refleja 
en el momento de la comisión del acto. (Tobón, 1981, p. 218).  A través del hecho 
pueden estudiarse no solamente las esferas cognoscitiva y volitiva del sujeto, sino 
también aspectos peculiares de su personalidad. Debe tenerse presente que en el 
ordenamiento penal colombiano la imputabilidad no se funda en la total madurez 
psicológica y la completa sanidad mental, estados improbables en cualquier humano 
corriente, sino en los límites impuestos a la capacidad de comprender o de querer 




El concepto de inimputabilidad está subordinado al concepto de imputabilidad que se 
adopte.  La doctrina dominante asume el criterio de la capacidad de motivación 
normativa.  
 
Siendo así, la inimputabilidad supone la incapacidad que tiene determinado sujeto 
para comprender lo injusto del hecho o actuar conforme a dicha comprensión.  
 
En este sentido, los inimputables son inmotivables por las normas penales, pero no 
se trata de determinar la intensidad de la motivación, sino la anormalidad de la 
misma; es decir, que su capacidad para recibir el mensaje de la norma penal no es 
normal, en comparación con el término medio de las demás personas, sino que está 
notablemente disminuida.    
 
La inimputabilidad, es la incapacidad para valorar la trascendencia del 
comportamiento o hecho que se realiza y/o la incapacidad de regular la conducta 
según las exigencias del derecho debido a inmadurez psicológica o trastorno 
mental. (Agudelo, 2007, p. 53). 
 
Las legislaciones penales reconocen circunstancias de inimputabilidad, así como las 
que disminuyen la imputabilidad o atenúan la responsabilidad. Entre las causas de 
inimputabilidad tenemos la edad del agente, así como cuando el mismo por 
insuficiencia de sus facultades, por alteraciones morbosas de las mismas o por su 
estado de inconsciencia no haya podido comprender la ilicitud del acto o dirigir sus 
acciones, así como cuando se obrare violentado por fuerza física irresistible o 
amenazas de sufrir un mal grave e inminente, también el que causare un mal para 








Bases legales  
 
Constitución Política de 1991 
 
Artículo   2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 
asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de 
los particulares. 
 
Artículo   13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 







Ley 599 de 2000 – Código Penal Colombiano 
 
Artículo 33. Inimputabilidad. Es inimputable quien en el momento de ejecutar la 
conducta típica y antijurídica no tuviere la capacidad de comprender su ilicitud o de 
determinarse de acuerdo con esa comprensión, por inmadurez sicológica, trastorno 
mental, diversidad sociocultural o estados similares.  
 
No será inimputable el agente que hubiere preordenado su trastorno mental. 
 
Los menores de dieciocho (18) años estarán sometidos al Sistema de 
Responsabilidad Penal Juvenil.  
 
Ley Orgánica 10 de 1995: Código Penal Español 
 
Artículo 19. Los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente 
con arreglo a este Código. 
 
Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable 
con arreglo a lo dispuesto en la ley que regule la responsabilidad penal del menor. 
 
Artículo 20.Están exentos de responsabilidad criminal: 
 
1. El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o 
alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a 
esa comprensión. 
 
El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por 





2. El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación 
plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, siempre que no 
haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido 
prever su comisión, o se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a 
causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud 
del hecho o actuar conforme a esa comprensión. 
 
3. El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la 
infancia, tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad. 
 
4. El que obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre que 
concurran los requisitos siguientes: 
 
Primero. Agresión ilegítima. En caso de defensa de los bienes se reputará agresión 
ilegítima el ataque a los mismos que constituya delito o falta y los ponga en grave 
peligro de deterioro o pérdida inminentes. En caso de defensa de la morada o sus 
dependencias, se reputará agresión ilegítima la entrada indebida en aquélla o éstas. 
 
Segundo. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. 
 
Tercero. Falta de provocación suficiente por parte del defensor. 
 
5. El que, en estado de necesidad, para evitar un mal propio o ajeno lesione un bien 
jurídico de otra persona o infrinja un deber, siempre que concurran los siguientes 
requisitos: 
 
Primero. Que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar. 
 
Segundo. Que la situación de necesidad no haya sido provocada intencionadamente 
por el sujeto. 
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Tercero. Que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de sacrificarse. 
 
6. El que obre impulsado por miedo insuperable. 
 
7. El que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, 
oficio o cargo. 
 
En los supuestos de los tres primeros números se aplicarán, en su caso, las medidas 
de seguridad previstas en este Código. 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-370 del 14 de mayo de 2002: 
Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT 
 
1.  El inimputable por razones de diversidad cultural responde penalmente y el 
proceso, mientras el legislador no armonice la jurisdicción indígena con la nacional, 
debe llevarse hasta su culminación (salvo que existan causales de cesación o 
preclusión) pero no se le impone ninguna medida de seguridad. Es un caso de 
responsabilidad sin consecuencias penales. En otro contexto distinto, el art. 75 del 
Código Penal, que regula el trastorno mental transitorio sin base patológica, previó 
una solución similar. El inimputable puede permanecer en nuestro ámbito cultural. 
 
2. El proceso penal tendría varias finalidades: a) Un propósito garantista, al permitir 
la exoneración de responsabilidad del inimputable, cuando se demuestre la atipicidad 
de su conducta o la existencia de una causal de justificación o inculpabilidad. b) 
Establecer un diálogo multicultural, para explicarle la diversidad de cosmovisión y la 
circunstancia de que su conducta no es permitida en nuestro contexto cultural. Este 
diálogo tiene fines preventivos, pues evita posibles conductas lesivas de los bienes 
jurídicos. c) Permitir que las "víctimas" del delito, tengan la oportunidad de ejercer 
sus derechos constitucionales y legales, y d) Durante el transcurso del proceso, el 
inimputable por diversidad sociocultural no podrá ser afectado con medida de 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. M.P. 
RODOLFO MATILLA JÁCOME. Octubre 28 de 1986. 
 
No existe ningún obstáculo para aceptar que un  sujeto que padezca trastorno mental 
o inmadurez psicológica, pueda actuar justificadamente o que en su acción ha 
concurrido circunstancia de exclusión de la culpabilidad, sin que sea dable calificarlo 
sólo por ese padecimiento como inimputable. Con relación a las causas de 
justificación por cuanto son de naturaleza preponderantemente objetivas y frente a 
las causales de inculpabilidad porque si ellas realmente se presentaron, la causa 
determinante del hecho no fue ni el trastorno mental o la inmadurez, sino la 
presencia de cualquiera de las razones expresamente señaladas en el artículo 40 del 
C.P., esto es porque en este supuesto no se da la necesaria relación causal entre la  
inimputabilidad y el hecho, que conduzca a destacar su incapacidad de ser culpable, 
sino que fue una razón diversa como el caso fortuito, la fuerza mayor, la coacción o 




CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  Sala de Casación Penal.  Magistrado Ponente: 
Dr. FERNANDO E. ARBOLEDA RIPOLL.  Febrero 14 de 2002. 
 
Desconociendo que la situación de inimputabilidad o imputabilidad no es un concepto 
médico sino jurídico, cuya declaración compete realizarla al juez atendiendo la 
idoneidad y mérito del conjunto de la prueba recaudada siguiendo las reglas de la 
sana crítica, el estado de inimputabilidad del procesado lo infiere particularmente el 
censor de la circunstancia de padecer una enfermedad mental hereditaria y de haber 
estado dedicado al consumo de bebidas alcohólicas horas antes de los hechos, sin 
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atender para nada a su condición psíquica durante el desenlace de los mismos, 
olvidando de esta manera que ella no consiste simplemente en encontrarse en un 
estado de ebriedad, o padecer una condición mental cíclica, recurrente o hereditaria, 
sino en la carencia de capacidad para comprender la ilicitud del acto y de 
determinarse de acuerdo a esa comprensión como certeramente fue declarado por el 
ad quem y que el actor no se ocupa en controvertir. 
 
Si bien es cierto el trastorno mental como fuente de inimputabilidad puede ser 
originado por factores traumáticos, psicológicos, hereditarios y orgánicos, lo que 
realmente resulta importante para su declaración judicial, como ha sido entendido por 
la jurisprudencia de esta Corte, “no es el origen mismo de la alteración biosíquica 
sino su coetaneidad con el hecho realizado, la magnitud del desequilibrio que 
ocasionó en la conciencia del actor y el nexo causal que permita vincular 
inequívocamente el trastorno sufrido a la conducta ejecutada” (Cfr. sent. casación 
junio 8/00. Rad. 12565). 
 
Debido a ello, independientemente que el sujeto presentara una condición mental 
heredada, y del consumo de alcohol horas antes del insuceso, la vinculación de 
dichas circunstancias no resulta por sí misma indicativa de la inimputabilidad del 
acusado como se entiende por el demandante, pues lo que debe acreditarse en 
estos casos, y en eso los funcionarios de instrucción y juzgamiento fueron acuciosos, 
es si al momento de cometer el hecho el actor había perdido la conciencia de la 
ilicitud o la capacidad de dirigirse acorde a dicha comprensión. 
 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  Sala de Casación Penal.  Magistrado Ponente 
Dr. CARLOS AUGUSTO GÁLVEZ ARGOTE.  Octubre 10 de 2002. 
 
Profusamente la jurisprudencia ha insistido en puntualizar que no es suficiente la 
circunstancia de que el procesado haya estado ingiriendo bebidas embriagantes en 
las horas anteriores a la realización de la conducta reprochada, para inferir su 
33 
 
inimputabilidad, pues resulta forzoso que como consecuencia de dicha ingesta haya 
desaparecido su capacidad para comprender la ilicitud de su comportamiento o para 
determinar sus actos de acuerdo con tal comprensión. 
 
De ahí que, para la Corte, resulten oportunas las glosas que con miras a rechazar las 
pretensiones a través de este cargo expuestas por la demandante, hace el Ministerio 
Público, cuando señala: 
 
“Es que, como de tiempo atrás lo ha considerado esa H. Sala „.es impensable 
concluir que todo hecho realizado por persona embriagada o que simplemente haya 
ingerido licor, deviene en situación de inimputabilidad‟ (Sent. del 19 de junio de 
1.991, Magistrado Ponente Dr. Guillermo Duque Ruíz); máxime cuando concurren 
circunstancias como las de este caso, en el que se evidencia que el sentenciado 
ejecutó actos concomitantes y subsiguientes a la comisión del hecho punible, que 
indican que sus esferas volitiva y cognitiva no se encontraban afectadas en el grado 
máximo endilgado por el actor; así, del material probatorio diáfano resulta que la 
noche del insuceso antes de abandonar el mencionado establecimiento en el que se 
encontraba Suárez Gacharná reclamó al propietario del mismo su arma de dotación 
así como su agenda y que además una vez salió de allí en compañía de su hermano 
Hernán Suárez Gacharná, y éste optó por regresar a despedirse de la víctima, fue en 
su búsqueda para conminarlo a retirarse definitivamente de allí, extendió su mano a 
Aguilar Amaya en señal de amistad y una vez que lo lesionó cargó nuevamente el 














Tipo y método de investigación 
 
Por la connotación del trabajo se trata de una investigación jurídica - comparativa, ya 
que con su realización se analizarán desde el derecho comparado las causales de 
inimputabilidad establecidas en los sistemas penales colombiano,  y español; 
estableciendo las semejanzas y/o diferencias que se presentan entre éstas; 
identificando las medidas aplicables a los sujetos inimputables en estos sistemas 
penales y quiénes determinan la inimputabilidad de un individuo; así como 
determinando los aspectos de la legislación penal de España con respecto a las 
causales de inimputabilidad y las medidas aplicables a los sujetos inimputables, que 
podrían tenerse en cuenta para mejorar la legislación penal colombiana con respecto 
a este tema. 
 
Para la realización del mismo, será fundamental el apoyo en fuentes de carácter 
documental, especialmente jurídicas como lo son las Leyes, especialmente los 
Códigos Penales de  Colombia, y España, en las cuales se regula el tema de la 
inimputabilidad, por lo cual será necesario hacer uso de la hermenéutica jurídica, 
para su análisis e interpretación. 
 
Así mismo, se utilizará el método analítico – sintético, ya que el estudio parte de un 
minucioso estudio hermenéutico de las Leyes que establecen la inimputabilidad en 
los sistemas penales  de Colombia, y España, a fin de poder profundizar en las 








Instrumentos para la recolección de información 
 
Se trata de un trabajo de carácter documental, mediante el cual se busca realizar un 
análisis comparativo de la inimputabilidad en los Códigos Penales de Colombia, y 
España, por lo cual el único instrumento que se utilizará para la recolección de la 
información, es una ficha de análisis de legislación, diseñada para tal fin, (anexo A), 
a través de la cual se una extracción completa de la información relevante para el 



























CAUSALES DE LA INIMPUTABILIDAD EN EL SISTEMA PENAL COLOMBIANO: 
UNA VISIÓN DESDE EL DERECHO COMPARADO – CASO DE ESPAÑA  
 
 
El estatuto penal colombiano (Ley 599 de 2000), siguiendo la doctrina nacional e 
internacional sobre el tema, establece dos regímenes diferenciados de 
responsabilidad penal. Uno para los imputables, que son las personas que al 
momento de realizar el hecho punible pueden actuar culpablemente, ya que gozan 
de la capacidad de comprender la ilicitud de su comportamiento y de orientar su 
comportamiento conforme a esa comprensión. Dicha Ley, prevé un régimen distinto 
para los inimputables, que son los individuos que al momento del delito, y por 
factores como inmadurez sicológica o trastorno mental, no pueden comprender la 
ilicitud de su conducta, o no pueden determinarse de acuerdo con esa comprensión, 
y por ello no pueden actuar culpablemente.  
 
Por su parte en España, el Código Penal, admite la posibilidad de eximir de 
responsabilidad penal a los individuos que presentan ciertas alteraciones 
psicológicas en el momento de cometer el acto delictivo.  El Código Penal español no 
contiene ninguna definición de imputabilidad sino que se limita a enumerar varias 
causas que la doctrina considera que excluyen la imputabilidad.  Las causas que 
eximen de la responsabilidad criminal en el Código Penal español, son: anomalía o 
alteración psíquica (trastorno mental); intoxicación plena por consumo de bebidas 
alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que 
produzcan efectos análogos; y, alteraciones en la percepción desde el nacimiento o 










Diferencias y similitudes que presentan las causales de inimputabilidad establecidas 
en el sistema penal colombiano, con respecto a la legislación penal española. 
 
Las causales de inimputabilidad se encuentran establecidas en el artículo 33 la Ley 
599 de 2000: Código Penal para el caso de Colombia, y en los artículos 19 y 20  de 
la Ley Orgánica 10 de 1995: Código Penal Español.  
 
Inimputabilidad en la legislación penal colombiana 
 
En Colombia, el Código Penal (Ley 599 de 2000), incorpora en su Título III: Capítulo 
Único: De la conducta punible, las causas de inimputabilidad, así: 
 
Artículo 33. Inimputabilidad. Es inimputable quien en el momento de 
ejecutar la conducta típica y antijurídica no tuviere la capacidad de 
comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con esa 
comprensión, por inmadurez sicológica, trastorno mental,  diversidad 
sociocultural o estados similares.  
 
No será inimputable el agente que hubiere preordenado su trastorno 
mental. 
 
Los menores de dieciocho (18) años estarán sometidos al Sistema de 
Responsabilidad Penal Juvenil.   
 
Como puede observarse, en Colombia, son inimputables,  así como el individuo que 








Inimputabilidad en la legislación penal española 
 
Las causas que eximen de la responsabilidad criminal se encuentran establecidas en 
el Capítulo II del Código Penal español (Ley Orgánica 10 de 1995),  vienen recogidas 
en el artículo 20, así: 
 
Artículo 20  
 
Están exentos de responsabilidad criminal: 
 
1º. El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier  
anomalía o alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho 
o  actuar conforme a esa comprensión. 
 
El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido 
provocado por el sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera 
previsto o debido prever su comisión. 
 
2º. El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de 
intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos 
análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de 
cometerla o no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle 
bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su 
dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del 
hecho o actuar conforme a esa  comprensión. 
 
3º. El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o 




4º. El que obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, 
siempre que concurran los requisitos siguientes: 
 
Primero. Agresión ilegítima. En caso de defensa de los bienes se reputará 
agresión ilegítima el ataque a los mismos que constituya delito o falta y los 
ponga en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. En caso de 
defensa de la morada o sus dependencias, se reputará agresión ilegítima 
la entrada indebida en aquélla o éstas. 
 
Segundo. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o 
repelerla. 
 
Tercero. Falta de provocación suficiente por parte del defensor. 
 
5º. El que, en estado de necesidad, para evitar un mal propio o ajeno 
lesione un bien jurídico de otra persona o infrinja un deber, siempre que 
concurran los siguientes requisitos: 
 
Primero. Que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar. 
 
Segundo. Que la situación de necesidad no haya sido provocada 
intencionadamente por el sujeto. 
 
Tercero. Que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de 
sacrificarse. 
 
6º. El que obre impulsado por miedo insuperable. 
 
7º. El que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de 




Es preciso señalar, que en España son inimputables los individuos que se 
encuentren incursos en los supuestos de los tres primeros numerales del artículo 20, 
a lo cuales se aplicarán, en su caso, las medidas de seguridad previstas en este 
Código Penal Español. 
 
Requisitos o causales para que una persona sea declarada inimputable 
 
Ya precisadas las causales contenidas en los Códigos Penales de España y 
Colombia por las cuales puede ser declarada una persona inimputable, conviene 
ahora examinar cada una de ellas, las cuales están contenidas en el artículo 33 de la 
Ley 599 de 2000 (Código Penal Colombiano), y  en los artículos 19 y 20 de la Ley 
Orgánica 10 de 1995 (Código Penal Español), así: 
 
 Trastorno mental (Colombia – España): El trastorno mental, es definido como 
cualquier perturbación o anomalía en el funcionamiento psíquico que altera 
gravemente, de manera permanente o transitoria el área del intelecto, la 
afectividad o la voluntad como parte de la personalidad del sujeto, 
impidiéndole gozar del pleno uso de sus facultades durante su acto delictivo, 
tener pleno conocimiento de la situación, basándose en la capacidad para 
distinguir lo licito de lo ilícito así como entender las consecuencias de sus 
actos. Debe demostrarse mediante dictamen pericial para que sea causante 
de inimputabilidad penal. (Tirado, s.a., s.p.). 
 
Al respecto la Corte Suprema de Justicia dice: "Es aquella alteración sicosomática 
que el sujeto sufre en el momento del hecho, de tan profunda intensidad, por tal 
modo convulsionador de sus esferas intelectiva, volitiva o afectiva que le impide 
darse cuenta de la ilicitud de su conducta o determinarse conforme a dicha 
comprensión. Puede tratarse de una anomalía biosíquica ubicable dentro de la 
sintomatología clásica propia de una verdadera sicosis, de una grave forma de 
sicopatía o de una compleja modalidad siconeurótica; pero también es posible que 
una excepcional y honda, aunque pasajera conmoción emotiva que obnubila la 
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conciencia a una también transitoria pero igualmente profunda alteración del intelecto 
y de la volición, generada por ingestión de bebidas embriagantes o de sustancias 
narcóticas o estupefacientes. Cuando el consumo de tales bebidas se trata, el 
trastorno mental puede ser permanente si su asidua y prolongada ingestión ocasiona 
intoxicación crónica, o pasajera cuando en breve término se han ingerido dosis 
excesivas, o cuando un consumo aun normal de licor ha convulsionado el sistema 
nervioso central de una personalidad ya predispuesta, como ocurre en la llamada 
ebriedad patológica." (Sentencia de 13 de octubre de 1982, M.P Alfonso Reyes 
Echandía). 
 
Para el Dr. Federico Estrada Vélez el trastorno mental "es una locución carente de 
sentido psiquiátrico, que no encaja en la nomenclatura de esa ciencia, ni 
corresponde a ningún cuadro o síndrome sicopatológico. El trastorno es la 
perturbación, el desorden o desarreglo de las facultades mentales del sujeto, bien 
sea causado por factores patológicos permanentes o transitorios, o por 
circunstancias ajenas a esos factores". (1986). 
 
Solórzano Niño, define el trastorno mental como: La permanente o transitoria 
perturbación de las funciones psíquicas (intelectiva, volitiva, afectiva) que altera la 
conducta del individuo, impidiéndole hacer uso de sus facultades mentales para 
comprender la ilicitud de sus actos y de tener la capacidad de dirigir libremente sus 
actuaciones de acuerdo con dicha comprensión. (1990. p. 329). 
 
La Psiquiatría define el trastorno mental como: Cualquier perturbación o disturbio del 
funcionamiento psíquico que altera en forma grave, ya sea permanente o transitoria, 
el área intelecto-cognoscitiva, afectivo emocional y, o volitivo-conativa de la 
personalidad de un individuo, al punto de impedirle, en el momento de su acto 
delictivo, tener pleno conocimiento de causa, medido como la capacidad para 
distinguir lo lícito y lo ilícito y darse cuenta de las consecuencias de sus actos, y libre 
capacidad de volición, entendida como la facultad de determinar sus acciones de 
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acuerdo al conocimiento previo que tenga de las mismas. (Mora Izquierdo, 1982., p. 
15). 
 
Reyes Echandía, haciendo relación al trastorno mental, afirma que “Este concepto se 
ha entendido más de carácter psiquiátrico que jurídico ya que es a dicha ciencia, la 
psiquiátrica, quien determina en cada caso la especie de anomalía mental que 
padece una persona y si ello ha influido o no en la comisión del delito que se le 
imputa, al juez le compete estudiar la peritación y de allí concluir si el sindicado es 
inimputable”. (Reyes Echandía, 1.978, p. 47). 
 
De todo lo anterior, se puede conceptualizar el trastorno mental, como la 
perturbación de una amplia gama de condiciones de salud mental: trastornos que 
afectan el estado de ánimo, el pensamiento y el comportamiento; como son la 
depresión, los trastornos de ansiedad, la esquizofrenia, los trastornos de la 
alimentación y conductas adictivas. 
 
El trastorno mental, a su vez,  en el caso Español, tiene tres expresiones: el trastorno 
mental transitorio con persistencia de alteraciones que requieren tratamiento; el 
trastorno mental transitorio con secuelas o base patológica; y  el trastorno mental 
permanente, que es la enfermedad mental permanente.  Por su parte la legislación 
penal colombiana, establece sobre la naturaleza del trastorno mental para determinar 
la inimputabilidad, la  cual puede ser: temporal o permanente. 
 
Los trastornos mentales relacionados con la ausencia de imputabilidad, de mayor 
relevancia y trascendencia en el peritaje psicológico de la imputabilidad en el caso 
español, son: el retraso mental, el delirium, la demencia, la drogodependencia, la 







 Inmadurez psicológica (Colombia - España): Esta condición, del mismo modo, 
anticipa que el inmaduro psicológico, cualquiera sea el caso pertinente 
(sordomudos, algunas formas de retraso mental y ciertos subtipos de 
trastornos de inicio en la infancia, la niñez o la adolescencia), se encuentra en 
un estado que le imposibilita comprender la naturaleza ilícita del acto o 
determinar su conducta de conformidad con esa comprensión. 
 
Dicho de otro modo, a aquellas personas que no ha completado el proceso de 
socialización o no entienden las circunstancias en el momento de cometer el delito, 
no se les puede exigir responsabilidad penal. 
 
Surge cuando el sujeto tiene alterada gravemente su concepto de la realidad y no se 
encuentra, precisamente por esa causa, en condiciones de autor regular su 
comportamiento de acuerdo con el mensaje normativo. Esta eximente tiene un 
carácter mixto, pues atiende a causas biológicas -alteraciones de la percepción- ya 
efectos psicológicos –grave alteración del concepto de la realidad-. El término 
“realidad” hace referencia a la realidad normativa –jurídica, en concreto a la 
significación antijurídica del hecho. 
 
Se debe tener en cuenta que la capacidad de entender o de querer no está ausente 
del todo por la circunstancia de que esté disminuida o menoscabada, como ocurre en 
algunos subtipos de retraso mental o de sordomudez. Estas últimas condiciones, por 
sí solas, no son incompatibles con la imputabilidad. También en los casos en los que 
se detecta, afirma o alega inmadurez psicológica es necesario probar que se 
cumplen los presupuestos específicos que originan la institución de inimputable. 
 
Para que el retraso mental, la sordomudez o alguna otra condición de inicio en la 
infancia sean causales de inimputabilidad, es necesario que afecten de forma 
incuestionable la capacidad de comprender o determinarse. También aquí, lo que 
importa al ordenamiento penal no es que el agente se halle en estado de inmadurez 
psicológica, sino que esa condición lo invalide para entender la ilicitud del acto o para 
44 
 
dirigir la conducta con arreglo a su comprensión. Afirma al respecto Agudelo 
Betancur: “Es por las consecuencias de los fenómenos de inmadurez o de 
enajenación por lo que el sujeto llega a ser inimputable. La inmadurez o la 
enajenación hacen que el sujeto sea inimputable sólo en la medida en que ellas 
produzcan la incapacidad de comprensión y/o determinarse”. (Agudelo-Betancur, 
1982, p. 41). 
 
Se ha tomado como un “estado anormal del ciclo de desarrollo de la personalidad, 
anormalidad originada por afectación de una o todas las esferas estructurales como 
la afectiva, cognitiva, emocional, intelectual y volitiva, que determinan en su conjunto 
la cosmovisión en cada individuo”. (Mójica Araque, 2010, p. 663).  No queriendo decir 
que “la inmadurez psicológica es definida por etapas cronológicas” (Ibíd.), ya que 
como se desprende del articulado la legislación ha tomado independencia entre esta 
y la minoría de edad al considerar cada causa autónoma respecto de la otra, esto es, 
en materia penal una cosa es ser inimputable por inmadurez psicológica y otra es 
merecer tratamiento especial por ser menor de dieciocho (18) años. 
 
Así mismo se ha tomado a la inmadurez psicológica como el “desarrollo incompleto 
de la personalidad humana que puede ser producto tanto de una indebida 
maduración de la afectividad del agente atribuible a causas psicológicas, como a 
circunstancias inherentes al contexto social y cultural en el que se desenvuelve el 
agente lo que le impide motivarse según los dictados de la norma; comprendiendo en 
este concepto amplio tanto la inmadurez psicológica como la inmadurez cultural”. 
(Velásquez Velásquez, 2009, p. 849). 
 
Las ciencias de la Psiquiatría, señalan que la inmadurez psicológica puede definirse 
como: “(…) una falta de maduración global, severa y perfectamente instaurada, que 
cobija varias de las áreas de la personalidad del individuo y que explícitamente 
impidió, en el momento de cometer su acción, obrar con pleno conocimiento de 




 Diversidad socio-cultural (Colombia): La tercera especie prevista en el artículo 
33 que puede dar lugar a la inimputabilidad es la diversidad sociocultural o 
estados similares. Esta figura, reservada para las comunidades indígenas y 
para otros grupos sociales aislados y marginados que no se inscriben dentro 
de la órbita social dominante, parte hoy en día del principio constitucional de 
que Colombia es una nación pluriétnica y pluricultural. Muchas comunidades 
que habitan el territorio nacional tienen una cosmovisión ancestralmente 
diferente de la que, se supone, comparte la mayoría de ciudadanos del país. 
 
El respeto por la diferencia, por los usos, costumbres y creencias de grupos 
humanos que se desenvuelven armónicamente en otros espacios socioculturales, 
debe originar la declaratoria de inimputabilidad cuando se evidencie en un 
compatriota trasgresor que pertenece a la otra Colombia el extrañamiento respecto a 
lo estatuido y reglamentado en el “país formal”. En estos casos, es la mirada 
antropológica y sociológica, y no la médica, la que puede dilucidar la circunstancia. 
Los indígenas y otros pobladores de este territorio geográfico pueden comprender 
perfectamente las superestructuras que rigen su devenir histórico, y actuar en 
consonancia, pero pueden desconocer ordenamientos que les son ajenos o, incluso, 
contrarios a sus creencias. 
 
Sin embargo, la pertenencia a una comunidad indígena o a otro grupo social 
marginal y culturalmente privado no implica automáticamente la calificación de 
inimputable. En cada caso habrá que probar que la circunstancia de diversidad 
sociocultural, o estado similar, incapacitó al sujeto, desde su propia perspectiva, para 
comprender su ilicitud o determinarse de acuerdo con esa comprensión. 
 
Se ha considerado que dentro de esta causal de la diversidad socio-cultural, estarían 
las etnias y grupos indígenas de Colombia, que son considerados como grupos de 
personas, que dentro del ambiente sociocultural donde nacieron viven en forma 
normal, pero que si entran en contacto con la “sociedad civilizada”, se presenta un 
choque de sus propios valores con otros que ignoran por completo. La comprensión 
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que los indígenas, puedan tener de la ilicitud de un comportamiento, es diferente, a la 
de sociedad dominante. 
 
Es así como, la Corte Constitucional, ha señalado, que esta causal procede bajo dos 
entendidos: El primero, señala que la inimputabilidad no se deriva de una 
incapacidad, la inimputabilidad proviene de una cosmovisión diferente y el segundo, 
dice, que en casos de error invencible de prohibición proveniente de esa diversidad 
cultural, la persona debe ser absuelta y no declarada inimputable. 
 
La Corte Constitucional en la sentencia (C-370 de 2002. M.P. EDUARDO 
MONTEALEGRE LINNETH) que declaró la exequibilidad de esta causal, señaló que 
la inimputabilidad por diversidad sociocultural sólo puede aplicarse a aquellas 
personas que hagan parte de culturas que tengan no sólo un medio cultural definido, 
sino que además posean autoridades propias. En efecto, el sentido de esta 
regulación es que la persona que sea inimputable por diversidad cultural, y cometa 
un hecho típico y antijurídico, pueda ser objeto de la medida de seguridad 
correspondiente, a saber su  reintegro a su medio cultural, lo cual supone la 
coordinación con la autoridad de esa cultura. Y, como es obvio, debe tratarse de una 
autoridad reconocida y aceptada por el Estado colombiano, a fin de que pueda 
llevarse a cabo la correspondiente coordinación entre la autoridad judicial nacional y 
la autoridad de esa cultura.  
 
De acuerdo, a lo anterior, es claro que la figura de la inimputabilidad por diversidad 
sociocultural se predica esencialmente de los indígenas. Pero como no limitó esa 
figura a los indígenas, indica que ésta podría ser aplicable en otros casos. 
 
Esos casos se podrían resumir en los siguientes: Primero que la persona, en el 
momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica, no haya tenido la capacidad de 
comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con esa comprensión, por 
diversidad sociocultural; segundo, que la persona haga parte de una cultura que 
posea un medio cultural propio definido, a donde ese individuo pueda ser 
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reintegrado; y tercero que esa cultura posea autoridades, reconocidas por el Estado, 
con las cuales se pueda coordinar dicho reintegro.  (Sentencia C-370 de 2002,  M.P. 
EDUARDO MONTEALEGRE LINNETH). 
 
 El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de 
intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos 
análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o 
no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la 
influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de tales 
sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a 
esa  comprensión (España):  Lo que excluye la imputabilidad no es que el 
sujeto este ebrio en el momento del hecho, sino que el alcohol condujo al 
agente en un estado de alteración de la conciencia, lo que puso en una 
situación de incapacidad psíquica para comprender pero a veces esta 
alteración de la conciencia puede ser provocada dándose lugar a la 
imputabilidad por una actio libera in causa. 
 
Por su intensidad o grado, la embriaguez puede ser letárgica, plena, semiplena o 
productora de simple excitación. Cabe hacer una mención especial sobre el caso de 
la embriaguez, esta puede tener diversos grados y, dependiendo de ello, se la puede 
ubicar dentro de las diferentes causas de inimputabilidad, pueden ser: 
 
- Letárgica: Constituye el grado máximo y da lugar a un estado de inconsciencia o 
sueño que excluye la presencia de un comportamiento humano voluntario. La 
persona puede ser utilizada como si fuera un objeto inanimado; es decir no hay 
acción para el derecho penal. 
 
- Plena: Se perturba totalmente la conciencia, es decir la persona no se da cuenta de 
lo que hace. Se da un trastorno mental transitorio capaz de eximir, sino la que no se 
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haya buscado con el propósito de delinquir ni se haya producido en circunstancias 
tales que se hubiera podido prever que daría lugar a cometer el delito. 
 
- Semiplena: Supone una perturbación parcial, es decir, la persona mantiene cierto 
control, el cual le disminuye la imputabilidad (atenúa la responsabilidad). 
 
- Simple Excitación: El sujeto todavía mantiene el control de sus actos. Es irrelevante 
a los efectos penales. 
 
 Trastorno mental preordenado e inimputabilidad (Colombia): El parágrafo de 
artículo 33 reza claramente: “No será inimputable el agente que hubiere 
preordenado su trastorno mental”. En este caso se presenta el fenómeno 
conocido como actio liberae in causa, en el que una persona con capacidad 
para entender la naturaleza del acto, comprender su ilicitud y determinarse de 
acuerdo con esa comprensión, es decir, una persona imputable, se coloca 
intencionalmente en estado de inimputabilidad. Es el caso de una 
inimputabilidad preordenada al delito, situación que sólo puede surgir por dolo 
o culpa del agente. 
 
Adviértase que según la regla contenida en el artículo 33, no será considerado 
inimputable el sujeto que haya preordenado su trastorno mental para la comisión del 
ilícito, pues aunque tal condición es concomitante con la perpetración del hecho, es 
evidente que en este caso existía plena capacidad cognoscitiva y volitiva. 
 
El nuevo Código Penal no hace referencias específicas con respecto a las 
intoxicaciones alcohólicas o por otras sustancias. Sin embargo, no por eso dejaron 
de ser un fenómeno fuente de inimputabilidad o de culpabilidad. Es claro que cuando 
el consumo crónico, excesivo y frecuente de alcohol o de otras sustancias origine un 
cuadro psicoorgánico del tipo de delirio, de demencia persistente, de trastorno 
amnésico, de trastorno psicótico con ideas delirantes o con alucinaciones (o con las 
dos), de trastorno neurológico concomitante, etc., el sujeto puede subsumirse en la 
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categoría de trastorno mental del artículo 33 y ser calificado de inimputable si al 
tiempo de la comisión de un ilícito concurrieron los requisitos de la norma, es decir, si 
se dieron las condiciones cognoscitivas y volitivas necesarias para la asignación de 
la figura. 
 
También es claro que el trastorno mental provocado por el consumo de alcohol o de 
otras sustancias y dirigido a la comisión de un delito no suprime la culpabilidad, 
porque en esa situación el que es causa de la causa es causa de lo causado (causa 
causae est causa causati). Esto es, el hecho de que sobrevenga un trastorno es 
causado previamente por la persona responsable (intencional o culposamente), 
quien, por lo tanto, pone en juego culpablemente la causa. (Gaviria-Trespalacios, 
1982, p. 5-50). 
 
El trastorno mental sobreviviente, consecuencia incidental de intoxicación aguda y 
voluntaria por alcohol o cualquier otra sustancia, aun sin la intención previa de 
incurrir en un ilícito, constituye una circunstancia de trastorno mental preordenado y 
no puede dar lugar a la eximente. De lo contrario se abriría una puerta a la 
impunidad. Si a la intoxicación aguda y voluntaria, por alcohol o cualquier otra 
sustancia, se le concediera el estatuto de inimputabilidad, porque alcanzó las 
dimensiones psicopatológicas de incapacidad de comprensión y determinación, no 
habría lugar a la imposición de ninguna sanción, ni de medida de seguridad, pues 
habría que proceder con arreglo al artículo 75: Trastorno mental transitorio sin base 
patológica. Si la inimputabilidad proviene exclusivamente de un trastorno mental 
transitorio sin base patológica no habrá lugar a la imposición de medidas de 
seguridad. Las intoxicaciones alcohólicas (o por cualquier otra sustancia) agudas, 
voluntarias, ordinarias, episódicas, etc., semiológica y fenomenológicamente distintas 
de las intoxicaciones crónicas con daño establecido, en el curso de las cuales se 
incurre en una conducta ilegal, no se constituyen en fuente de inimputabilidad. Por 
ende, el trastorno mental al que de manera temporal o transitoria dan lugar se 
consideran tan sólo la consecuencia de una situación artificialmente provocada e 
inducida a sabiendas, por el principio de que en la acción de quien se encuentra en 
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tal estado hay concurso de voluntad y, por consiguiente, de culpa: nihil aliud esse 
ebrietatem quam voluntaria insaniem (la embriaguez no es más que una locura 
voluntaria). (Ibíd.). 
 
La figura de la preordenación consiste en la comisión de un hecho en estado de 
alteración del sensorio, que el agente se procura libremente para facilitar la ejecución 
del delito o para prepararse una excusa. 
 
 Los estados similares (Colombia): El artículo 33 del Código Penal actual dejó 
abierta las causales de inimputabilidad y más aún dejó en blanco los requisitos 
que se deben de cumplir por un determinado estado de la vida de alguien que 
le permitan pregonar que es un inimputable penal y que por ende su actuar no 
encaja en las descripciones abstractas sancionables por el legislador. “Esta 
causal que es de carácter relativa ya que no se puede extender a otras no 
contenidas expresamente en el artículo 33 del código penal vigente, es 
excepcional a los principios penales de prohibición de analogía, taxatividad y 
seguridad jurídica”. (Mójica Araque, Óp. cit., p.. 666).   
 
Este dispositivo amplificador de la inimputabilidad es aplicable tanto al trastorno 
mental como a la diversidad socio cultural y a la inmadurez psicológica “dejando 
abierta la cláusula en lo que respecta a las causas del fenómeno de la 
inimputabilidad”45 ya que no se circunscribe únicamente a la diversidad 











Cuadro 1: Análisis comparativo de las causales de inimputabilidad de acuerdo a la 
legislación penal colombiana y española   
LEY 599 DE 2000: Código Penal 
Colombiano  
LEY ORGÁNICA 10 DE 1995: Código 
Penal Español  





1. Quien en el momento de ejecutar la conducta 
típica y antijurídica no tuviere la capacidad de 
comprender su ilicitud o de determinarse de 
acuerdo con esa comprensión. 
 
 
2. Por inmadurez sicológica, trastorno mental. No 
será inimputable el agente que hubiere 
preordenado su trastorno mental. 
 
 






Están exentos de responsabilidad criminal: 
 
1º. El que al tiempo de cometer la infracción 
penal, a causa de cualquier  anomalía o 
alteración psíquica, no pueda comprender la 
ilicitud del hecho o  actuar conforme a esa 
comprensión. 
 
El trastorno mental transitorio no eximirá de pena 
cuando hubiese sido provocado por el sujeto con 
el propósito de cometer el delito o hubiera 
previsto o debido prever su comisión. 
 
2º. El que al tiempo de cometer la infracción 
penal se halle en estado de intoxicación plena 
por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas 
tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas 
u otras que produzcan efectos análogos, siempre 
que no haya sido buscado con el propósito de 
cometerla o no se hubiese previsto o debido 
prever su comisión, o se halle bajo la influencia 
de un síndrome de abstinencia, a causa de su 
dependencia de tales sustancias, que le impida 
comprender la ilicitud del hecho o actuar 
conforme a esa  comprensión. 
 
3º. El que, por sufrir alteraciones en la 
percepción desde el nacimiento o desde la 
infancia, tenga alterada gravemente la conciencia 
de la realidad. 
 
Los menores de dieciocho (18) años estarán 
sometidos al Sistema de Responsabilidad Penal 
Juvenil.   
 
 
Los menores de dieciocho años no serán 
responsables criminalmente con arreglo a este 
Código. 
 
Cuando un menor de dicha edad cometa un 
hecho delictivo podrá ser responsable con 
arreglo a lo dispuesto en la ley que regule la 
responsabilidad penal del menor. 
 
El trastorno mental, a su vez,  en el caso 
Español, tiene tres expresiones: el trastorno 
mental transitorio con persistencia de 
alteraciones que requieren tratamiento; el 
trastorno mental transitorio con secuelas o base 
patológica; y  el trastorno mental permanente, 
que es la enfermedad mental permanente.   
 
Por su parte la legislación penal colombiana, 
establece sobre la naturaleza del trastorno 
mental para determinar la inimputabilidad, la  cual 




Comentario y análisis: En España las causales de inimputabilidad pueden resumirse 
en anomalía psíquica, la grave alteración de la conciencia, la alteración de la 
percepción; mientras que en Colombia, son el trastorno mental, la inmadurez 
psicológica, y, la diversidad sociocultural. 
 
Como puede observarse en ambos Códigos Penales (Español y Colombiano), se 
consagran tres causales de inimputabilidad, sin embargo estas difieren en algunos 
aspectos, por ejemplo en Colombia, se establece como causal la diversidad 
sociocultural, mientras que en España, esta no se contempla. 
 
Otra diferencia es que en España son causales de inimputabilidad el que el individuo 
se encuentre en estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas 
alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que 
produzcan efectos análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de 
cometerla o no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la 
influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de tales 
sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa  
comprensión;  lo cual no es causal de acuerdo a la legislación penal colombiana. 
 
Por otra parte en ambos Códigos Penales (Colombia – España), se determina que 
los menores de 18 años, no son responsables penalmente, de acuerdo a estos 
Códigos, sino que ellos estarán sometidos  a los sistemas de responsabilidad penal 
del menor. 
 
El trastorno mental, a su vez, en el caso Español, tiene tres expresiones: el trastorno 
mental transitorio con persistencia de alteraciones que requieren tratamiento; el 
trastorno mental transitorio con secuelas o base patológica; y  el trastorno mental 
permanente, que es la enfermedad mental permanente.  Por su parte la legislación 
penal colombiana, establece sobre la naturaleza del trastorno mental para 
determinar la inimputabilidad, la  cual puede ser: temporal o permanente. 
 












Medidas aplicables a los sujetos inimputables en el sistema penal colombiano y el 
español; y quiénes determinan la inimputabilidad de un individuo. 
 
 
Medidas aplicables a los sujetos inimputables en el sistema penal colombiano y el 
español 
 
En España, las medidas aplicables a los sujetos inimputables se encuentran 
contenidas en el capítulo II: De la aplicación de las medidas de seguridad, Sección 1: 





1. Al sujeto que sea declarado exento de responsabilidad criminal 
conforme al número 1º del artículo 20, se le podrá aplicar, si fuere 
necesaria, la medida de internamiento para tratamiento médico o 
educación especial en un establecimiento adecuado al tipo de anomalía o 
alteración psíquica que se aprecie, o cualquier otra de las medidas 
previstas en el apartado 3 del artículo 96. El internamiento no podrá 
exceder del tiempo que habría durado la pena privativa de libertad, si 
hubiera sido declarado responsable el sujeto, y a tal efecto el Juez o 
Tribunal fijará en la sentencia ese límite máximo. 
 
2. El sometido a esta medida no podrá abandonar el establecimiento sin 
autorización del Juez o Tribunal sentenciador, de conformidad con lo 









1. A los exentos de responsabilidad penal conforme al número 2.º del 
artículo 20 se les aplicará, si fuere necesaria, la medida de internamiento 
en centro de deshabituación público, o privado debidamente acreditado u 
homologado, o cualquiera otra de las medidas previstas en el apartado 3 
del artículo 96. El internamiento no podrá exceder del tiempo que habría 
durado la pena privativa de libertad, si el sujeto hubiere sido declarado 
responsable, y a tal efecto el Juez o Tribunal fijará ese límite máximo en la 
sentencia. 
 
2. El sometido a esta medida no podrá abandonar el establecimiento sin 
autorización del Juez o Tribunal sentenciador de conformidad con lo 




1. A los que fueren declarados exentos de responsabilidad conforme al 
número 3.º del artículo 20, se les podrá aplicar, si fuere necesaria, la 
medida de internamiento en un centro educativo especial o cualquier otra 
de las medidas previstas en el apartado tercero del artículo 96. El 
internamiento no podrá exceder del tiempo que habría durado la pena 
privativa de libertad, si el sujeto hubiera sido declarado responsable y, a 
tal efecto, el Juez o Tribunal fijará en la sentencia ese límite máximo. 
 
2. El sometido a esta medida no podrá abandonar el establecimiento sin 
autorización del Juez o Tribunal sentenciador de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 de este Código. 
 
3. En este supuesto, la propuesta a que se refiere el artículo 98 de este 





1. En los supuestos de eximente incompleta en relación con los números 
1º, 2º y 3º del artículo 20, el Juez o Tribunal podrá imponer, además de la 
pena correspondiente, las medidas previstas en los artículos 101, 102 y 
103. No obstante, la medida de internamiento sólo será aplicable cuando 
la pena impuesta sea privativa de libertad y su duración no podrá exceder 
de la de la pena prevista por el Código para el delito. Para su aplicación se 
observará lo dispuesto en el artículo 99. 
 
2. Cuando se aplique una medida de internamiento de las previstas en el 
apartado anterior o en los artículos 101, 102 y 103, el juez o tribunal 
sentenciador comunicará al ministerio fiscal, con suficiente antelación, la 
proximidad de su vencimiento, a efectos de lo previsto por la disposición 
adicional primera de este Código. 
 
Como se desprende del Código Penal Español, cuando una persona es declarada 
responsable de haber cometido un delito se le impone la pena que esté prevista en el 
código penal para el delito del que se trate. En cambio, para las personas que no son 
declaradas responsables penales porque concurre en ellos alguna de las 
circunstancias 1ª, 2ª y 3ª del artículo 20 del Código penal de 1995 (exclusión de 
responsabilidad en sede de culpabilidad), se le impone una medida de seguridad 
atendiendo fundamentalmente a su peligrosidad.  
 
Por otro lado, cuando no concurren todos los requisitos para la exención total de 
responsabilidad el Juez puede aplicar una eximente incompleta (apartado 1º del 
artículo 21 en relación con los números 1º,2º, y 3º del artículo 20); en estos casos se 













Se define como 














ésta no tenga 
capacidad de 
decidir por sí y 
exista un grave 
riesgo para su 
salud.   
Al sujeto que sea 
declarado exento de 
responsabilidad criminal 
conforme al número 1.º 
del artículo 20, se le 
podrá aplicar, si fuere 
necesaria, la medida de 
internamiento para 
tratamiento médico o 
educación especial en un 
establecimiento adecuado 
al tipo de anomalía o 
alteración psíquica que se 
aprecie, o cualquier otra 
de las medidas previstas 
en el apartado 3 del 
artículo 96 
El internamiento no podrá exceder 
del tiempo que habría durado la 
pena privativa de libertad, si 
hubiera sido declarado 
responsable el sujeto, y a tal 
efecto el Juez o Tribunal fijará en 
la sentencia ese límite máximo. 
El sometido a esta medida no 
podrá abandonar el 
establecimiento sin autorización 
del Juez o Tribunal sentenciador, 
de conformidad con lo previsto en 
el artículo 97 de este Código. 
 
Internamiento 
en centro de 
deshabituación. 






A los exentos de 
responsabilidad penal 
conforme al número 2.º 
del artículo 20 se les 
aplicará, si fuere 
necesaria, la medida de 
internamiento en centro 
de deshabituación 
público, o privado 
debidamente acreditado u 
homologado, o cualquiera 
otra de las medidas 
El internamiento no podrá exceder 
del tiempo que habría durado la 
pena privativa de libertad, si el 
sujeto hubiere sido declarado 
responsable, y a tal efecto el Juez 
o Tribunal fijará ese límite máximo 
en la sentencia. 
 
2. El sometido a esta medida no 
podrá abandonar el 
establecimiento sin autorización 
del Juez o Tribunal sentenciador 
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previstas en el apartado 3 
del artículo 96. 
de conformidad con lo previsto en 










A los que fueren 
declarados exentos de 
responsabilidad conforme 
al número 3.º del artículo 
20, se les podrá aplicar, si 
fuere necesaria, la 
medida de internamiento 
en un centro educativo 
especial o cualquier otra 
de las medidas previstas 
en el apartado tercero del 
artículo 96. 
El internamiento no podrá exceder 
del tiempo que habría durado la 
pena privativa de libertad, si el 
sujeto hubiera sido declarado 
responsable y, a tal efecto, el 
Juez o Tribunal fijará en la 
sentencia ese límite máximo. 
 
2. El sometido a esta medida no 
podrá abandonar el 
establecimiento sin autorización 
del Juez o Tribunal sentenciador 
de conformidad con lo previsto en 
el artículo 97 de este Código. 
 
3. En este supuesto, la propuesta 
a que se refiere el artículo 98 de 
este Código deberá hacerse al 
terminar cada curso o grado de 
enseñanza. 
Fuente: CÉSAR ALEIXER PACHECO MÁRQUEZ y ROGELIO PEÑARANDA ROA. Octubre de 2014. 
 
Para los casos de eximentes incompletas en relación con los supuestos anteriores, el 
Juez o Tribunal, además de las penas, podrá aplicar las medidas de seguridad 
correspondientes. No obstante, sólo se podrá aplicar el internamiento en el caso de 
que la pena sea privativa de libertad y su duración no podrá exceder de la pena 









Por su parte en Colombia, el Código Penal (Ley 599 de 2000), consagra en su 
Capítulo Cuarto: De las medidas de seguridad, las aplicables a los sujetos 
inimputables:  
 
Artículo 69. Medidas de seguridad. Son medidas de seguridad: 
 
1. La internación en establecimiento psiquiátrico o clínica adecuada. 
 
2. La internación en casa de estudio o trabajo. 
 
3. La libertad vigilada. 
 
4. La reintegración al medio cultural propio. (Sentencia C-370 de 2002). 
 
Artículo 70. Internación para inimputable por trastorno mental permanente. 
Al inimputable por trastorno mental permanente, se le impondrá medida de 
internación en establecimiento psiquiátrico, clínica o institución adecuada 
de carácter oficial o privado, en donde se le prestará la atención 
especializada que requiera. 
 
Esta medida tendrá un máximo de duración de veinte (20) años y el 
mínimo aplicable dependerá de las necesidades de tratamiento en cada 
caso concreto. Cuando se establezca que la persona se encuentra 
mentalmente rehabilitada cesará la medida. 
 
Habrá lugar a la suspensión condicional de la medida cuando se 
establezca que la persona se encuentra en condiciones de adaptarse al 
medio social en donde se desenvolverá su vida. 
 
Igualmente procederá la suspensión cuando la persona sea susceptible de 
ser tratada ambulatoriamente. 
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En ningún caso el término señalado para el cumplimiento de la medida 
podrá exceder el máximo fijado para la pena privativa de la libertad del 
respectivo delito. 
 
Artículo 71. Internación para inimputable por trastorno mental transitorio 
con base patológica. Al inimputable por trastorno mental transitorio con 
base patológica, se le impondrá la medida de internación en 
establecimiento psiquiátrico, clínica o institución adecuada de carácter 
oficial o privado, en donde se le prestará la atención especializada que 
requiera. 
 
Esta medida tendrá una duración máxima de diez (10) años y un mínimo 
que dependerá de las necesidades de tratamiento en cada caso concreto. 
La medida cesará cuando se establezca la rehabilitación mental del 
sentenciado. 
 
Habrá lugar a la suspensión condicional de la medida cuando se 
establezca que la persona se encuentra en condiciones de adaptarse al 
medio social en donde se desenvolverá su vida. 
 
Igualmente procederá la suspensión cuando la persona sea susceptible de 
ser tratada ambulatoriamente. 
 
En ningún caso el término señalado para el cumplimiento de la medida 
podrá exceder el máximo fijado para la pena privativa de la libertad del 
respectivo delito. 
 
Artículo 72. La internación en casa de estudio o de trabajo. A los 
inimputables que no padezcan trastorno mental, se les impondrá medida 
de internación en establecimiento público o particular, aprobado 
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oficialmente, que pueda suministrar educación, adiestramiento industrial, 
artesanal, agrícola o similares. 
 
Esta medida tendrá un máximo de diez (10) años y un mínimo que 
dependerá de las necesidades de asistencia en cada caso concreto. 
 
Habrá lugar a la suspensión condicional de la medida cuando se 
establezca que la persona se encuentra en condiciones de adaptarse al 
medio social en donde se desenvolverá su vida. 
 
Igualmente procederá la suspensión cuando la persona sea susceptible de 
ser tratada ambulatoriamente. 
 
En ningún caso el término señalado para el cumplimiento de la medida 
podrá exceder el máximo fijado para la pena privativa de la libertad del 
respectivo delito. 
 
Artículo 73. La reintegración al medio cultural propio. Cuando el sujeto 
activo de la conducta típica y antijurídica sea inimputable por diversidad 
sociocultural, la medida consistirá en la reintegración a su medio cultural, 
previa coordinación con la respectiva autoridad de la cultura a la que 
pertenezca. 
 
Esta medida tendrá un máximo de diez (10) años y un mínimo que 
dependerá de las necesidades de protección tanto del agente como de la 
comunidad. La cesación de la medida dependerá de tales factores. 
 
Se suspenderá condicionalmente cuando se establezca razonablemente 




En ningún caso el término señalado para el cumplimiento de la medida 
podrá exceder el máximo fijado para la pena privativa de la libertad del 
respectivo delito. (Sentencia C-370 de 2002). 
 
Artículo 74. Libertad vigilada. La libertad vigilada podrá imponerse como 
accesoria de la medida de internación, una vez que ésta se haya cumplido 
y consiste en: 
 
1. La obligación de residir en determinado lugar por un término no mayor 
de tres (3) años. 
 
2. La prohibición de concurrir a determinados lugares hasta por un término 
de tres (3) años. 
 
3. La obligación de presentarse periódicamente ante las autoridades 
encargadas de su control hasta por tres (3) años. 
 
Las anteriores obligaciones, sin sujeción a los términos allí señalados, 
podrán exigirse cuando se suspenda condicionalmente la ejecución de las 
medidas de seguridad. 
 
Artículo 75. Trastorno mental transitorio sin base patológica. Si la 
inimputabilidad proviene exclusivamente de trastorno mental transitorio sin 
base patológica no habrá lugar a la imposición de medidas de seguridad. 
 
Igual medida procederá en el evento del trastorno mental transitorio con 
base patológica cuando esta desaparezca antes de proferirse la sentencia. 
 
En los casos anteriores, antes de pronunciarse la sentencia, el funcionario 




Artículo 76. Medida de seguridad en casos especiales. Cuando la 
conducta punible tenga señalada pena diferente a la privativa de la 
libertad, la medida de seguridad no podrá superar el término de dos (2) 
años. 
 
Artículo 77. Control judicial de las medidas. El Juez está en la obligación 
de solicitar trimestralmente informaciones tendientes a establecer si la 
medida debe continuar, suspenderse o modificarse. 
 
Artículo 78. Revocación de la suspensión condicional. Podrá revocarse la 
suspensión condicional de la medida de seguridad cuando oído el 
concepto del perito, se haga necesaria su continuación. 
 
Transcurrido el tiempo máximo de duración de la medida, el Juez 
declarará su extinción. 
 
Artículo 79. Suspensión o cesación de las medidas de seguridad. La 
suspensión o cesación de las medidas de seguridad se hará por decisión 
del Juez, previo dictamen de experto oficial. 
 
Si se tratare de la medida prevista en el Artículo 72, el dictamen se 
sustituirá por concepto escrito y motivado de la Junta o Consejo Directivo 
del establecimiento en donde hubiere cumplido la internación, o de su 
Director a falta de tales organismos. 
 
Artículo 80. Cómputo de la internación preventiva. El tiempo que el 
sentenciado hubiese permanecido bajo detención preventiva se computará 
como parte cumplida de la medida de seguridad impuesta. 
 
Artículo 81. Restricción de otros derechos a los inimputables. La 
restricción de otros derechos consagrados en este código se aplicarán a 
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los inimputables en cuanto no se opongan a la ejecución de la medida de 
seguridad impuesta y sean compatibles con sus funciones. 
 
De acuerdo a lo anterior, según la ley colombiana, al sujeto  inimputable no se le 
aplican penas,  que tienen como funciones la prevención general, la prevención 
especial, la retribución justa, la resocialización y la protección del condenado;  según 
el artículo 4° de la ley 599 del año 2000. Sino que al individuo inimputable  se le 
aplica un tratamiento especial denominado medidas de seguridad, (artículo 69 del 
código penal colombiano),  consistentes en internación en establecimiento 
psiquiátrico  o clínica adecuada, de carácter público o privado, la internación en casa 
de estudio o de trabajo y la libertad vigilada, que tienen funciones de protección, 
curación, tutela y rehabilitación del condenado. 
 













reclusión del reo 





No posee tiempo mínimo de 
duración, y el tope es de 10 años, 





No posee tiempo de duración 
mínimo.  El Juez se atiene a las 
necesidades de tratamiento con 
tope de 20 años. 
Internación en 
casa de estudio 
o trabajo 
La casa de 
estudio o trabajo 






agrícola donde el 
Consecuencia jurídica 
aplicable a sujetos 
inimputables que no 
padezcan trastorno 
mental con inmadurez 
psicológica o diversidad 
cultural. Solo es aplicable 
a adultos inimputables. 
La duración no puede exceder los 
10 años y el mínimo depende de 
las necesidades asistenciales del 
imputado. Los parientes del 
internado pueden prestar caución 
para garantizar que la medida va 














en las medidas 
anteriores. 
Implica el cumplimiento 
de tres condiciones que 
se observan de forma 
acumulativa o alternativa: 
1. Residir en un lugar por 
tres años, 2. No concurrir 
por ese término a sitios 
públicos, 3. Someterse al 
control de las autoridades 
por ese término. 
El juez de ejecución de penas y 
medidas de seguridad debe 
comunicar la decisión a las 
autoridades policivas para que 
ejerzan el control respectivo.  La 
sanción no puede superar los tres 
años pero existe un límite 
diferente cuando la conducta 
punible no tiene pena privativa de 
la libertad, cuyo término límite es 
de dos años. 
Fuente: CÉSAR ALEIXER PACHECO MÁRQUEZ y ROGELIO PEÑARANDA ROA. Octubre de 2014. 
 
 
La determinación de la inimputabilidad de un individuo de acuerdo a la Legislación 
Penal Colombiana y Española 
 
En Colombia, la determinación de la medida de seguridad que debe ser impuesta a 
los inimputables, se fundamenta de acuerdo al Código de Procedimiento Penal (Ley 
906 de 2004), así: 
 
Artículo 40. Competencia para imponer las penas y las medidas de 
seguridad. Anunciado el sentido del fallo, salvo las excepciones 
establecidas en este código, el juez del conocimiento será competente 
para imponer las penas y las medidas de seguridad, dentro del término 
señalado en el capítulo correspondiente. 
 
Artículo 41. Competencia para ejecutar. Ejecutoriado el fallo, el juez de 
ejecución de penas y medidas de seguridad será competente para los 




La medida de seguridad debe ser impuesta, en principio, por el juez de conocimiento 
en la audiencia de lectura del fallo y en la sentencia condenatoria, mientras que el 
juez de ejecución de penas y medidas de seguridad ordena la internación, 
comunicando dicho acto al sistema general de seguridad social en salud, quien 
asignará el centro de rehabilitación correspondiente. 
 
En resumen, quien define la inimputabilidad de un individuo, es el juez el que la 
determina basado en la valoración científica y técnica que haga un psiquiatra 
forense, que puede ser del Instituto de Medicina Legal o contratado por la defensa. 
 
En España, la determinación de la medida de seguridad que debe ser impuesta a los 




1. Las medidas de seguridad se aplicarán por el Juez o Tribunal, previos 
los informes que estime convenientes, a las personas que se encuentren 
en los supuestos previstos en el capítulo siguiente de este Código, 
siempre que concurran estas circunstancias: 
 
1.ª Que el sujeto haya cometido un hecho previsto como delito. 
 
2.ª Que del hecho y de las circunstancias personales del sujeto pueda 
deducirse un pronóstico de comportamiento futuro que revele la 
probabilidad de comisión de nuevos delitos. 
 
2. Cuando la pena que hubiere podido imponerse por el delito cometido no 
fuere privativa de libertad, el juez o tribunal sentenciador sólo podrá 






Durante la ejecución de la sentencia, el Juez o Tribunal sentenciador 
adoptará, por el procedimiento establecido en el artículo siguiente, alguna 
de las siguientes decisiones: 
 
a) Mantener la ejecución de la medida de seguridad impuesta. 
 
b) Decretar el cese de cualquier medida de seguridad impuesta en cuanto 
desaparezca la peligrosidad criminal del sujeto. 
 
c) Sustituir una medida de seguridad por otra que estime más adecuada, 
entre las previstas para el supuesto de que se trate. En el caso de que 
fuera acordada la sustitución y el sujeto evolucionara desfavorablemente, 
se dejará sin efecto la sustitución, volviéndose a aplicar la medida 
sustituida. 
 
d) Dejar en suspenso la ejecución de la medida en atención al resultado 
ya obtenido con su aplicación, por un plazo no superior al que reste hasta 
el máximo señalado en la sentencia que la impuso. La suspensión 
quedará condicionada a que el sujeto no delinca durante el plazo fijado, y 
podrá dejarse sin efecto si nuevamente resultara acreditada cualquiera de 










Cuadro 4: determinación de la inimputabilidad de un individuo de acuerdo a la 
Legislación Penal Colombiana y Española 
 
Código de Procedimiento Penal 
Colombiano (Ley 906 de 2004) 
Código Penal Español (Ley Orgánica 10 
de 1995. 
La medida de seguridad debe ser 
impuesta, en principio, por el juez de 
conocimiento en la audiencia de lectura 
del fallo y en la sentencia condenatoria, 
mientras que el juez de ejecución de 
penas y medidas de seguridad ordena la 
internación. 
Las medidas de seguridad se aplicarán 
por el Juez o Tribunal, previos los 
informes que estime conveniente 
La inimputabilidad de un individuo, es el 
juez el que la determina basado en la 
valoración científica y técnica que haga 
un psiquiatra forense, que puede ser del 
Instituto de Medicina Legal o contratado 
por la defensa 
El Tribunal no va a dictaminar sobre la 
existencia o no de una determinada 
alteración, sino sobre su aplicación al 
caso concreto en función de una 
legislación y unas circunstancias; por lo 
cual es necesario la valoración pericial 
psicológica. 
Ejecutoriado el fallo, el juez de ejecución 
de penas y medidas de seguridad será 
competente para los asuntos 
relacionados con la ejecución de 
sanción. 
 
Durante la ejecución de la sentencia, el 
Juez o Tribunal sentenciador adoptará, 
por el procedimiento establecido en el 
artículo siguiente, alguna de las 
siguientes decisiones: mantener la 
medida, decretar el cese de la medida, 
sustituir la medida, dejar en suspenso la 
ejecución de la medida.  







Aspectos de la legislación penal de España con respecto a las causales de 
inimputabilidad y las medidas aplicables a los sujetos inimputables, que podrían 
tenerse en cuenta para mejorar la legislación penal colombiana  
 
En cuanto al trastorno mental 
 
Uno de los primeros aspectos que se considera podrían tenerse en cuenta para 
mejorar la legislación penal colombiana, en torno al tema de la inimputabilidad, es 
que el contenido de la categoría de trastorno mental no ha sido desarrollado con 
suficiencia en el ámbito jurídico-penal colombiano, tampoco por los expertos en 
medicina legal ni por los profesionales del derecho, estos últimos 
independientemente de su vinculación a la judicatura o a otros espectros de la 
práctica jurídico-penal. Esto ha hecho que exista una indeterminación conceptual, 
que genera una situación de inseguridad jurídica al interior del sistema penal 
colombiano, y eventualmente se presta para consecuencias jurídicas desiguales para 
casos iguales.   
 
De acuerdo al Código Penal Colombiano (Ley 599 de 2000), el trastorno mental 
puede ser de carácter temporal o de carácter permanente, este último es conocido 
como enajenación mental. 
  
La enajenación mental se basa en un fundamento de tipo general en donde se 
abarcan todas las anomalías psíquicas sin especificarlas. Se entiende por 
enajenación aquella condición en que se encuentra una persona que sufre una 
enfermedad mental grave, con perturbaciones de conciencia, inteligencia y voluntad. 
Son todas aquellas psicosis (paranoia, esquizofrenia, histeria por ejemplo) de las 





La diferencia básica entre la enajenación mental y el trastorno mental transitorio 
estriba en la duración del trastorno, dado que en el primer caso es crónica o de 
amplia existencia en el tiempo mientras que en el segundo caso, esta es más bien 
breve. El código penal en su artículo 33, da cabida a ambas situaciones dentro del 
concepto de inimputabilidad, si aun cuando no las diferencia exactamente, sí habla 
de trastorno mental en su sentido general dando a entender que se refiere a ambas 
circunstancias, mientras que España si lo hace.  
 
Por su parte el Código Penal Español (Ley 10 de 1995), establece que están exentos 
de responsabilidad criminal: El enajenado y el que se halla en situación de trastorno 
mental transitorio, a no ser que éste haya sido buscado de propósito para delinquir. 
 
Pese al uso del vocablo enajenación y a su criterio biológico, ha sido interpretado con 
sentido mucho más amplio que en otros países, incluyendo a las oligofrenias y aun a 
las psicopatías.  
 
Se considera que la enajenación alcanza a quien no es dueño de sí o a quien se 
conduce fuera de sí.  
 
Se comprende las psicosis, las neurosis, las histerias, etc. Sin perjuicio de la idiocia, 
la imbecilidad, la debilidad y las manifestaciones de demencia senil.  
 
Agrupan dentro de este concepto de enajenación o enfermedad mental a la mayoría 
de las perturbaciones psíquicas morbosas y a las formas graves de oligofrenias.  
 
De igual forma se ha aceptado que las personalidades psicopáticas, cuando se 






Estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos 
 
 
El Código penal español, consagra dentro de las causales de inimputabilidad  en su 
Artículo 20, numeral 2 que:  “está exento de responsabilidad criminal el que al tiempo 
de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena por el 
consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, siempre que no haya sido 
buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido prever su 
comisión o se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su 
dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o 
actuar conforme a dicha comprensión”. 
 
En esta eximente están comprendidos todos los supuestos de intoxicación plena por 
el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, tanto si la intoxicación es 
fortuita, imprudente o voluntaria (salvo en los supuestos de actio libera in causa 
previstos expresamente en ella). Están comprendidos en la eximente los supuestos 
en que el sujeto se halle bajo los efectos del síndrome de abstinencia. En todo caso 
es preciso que el sujeto se hubiera visto privado de la capacidad de comprender la 
ilicitud de su conducta o de obrar conforme a ese conocimiento. 
 
En Colombia, la Ley penal al sujeto que comete un delito en estado de embriaguez o 
bajo el influjo de cualquier otra sustancia como las descritas anteriormente, por su 
conducta ilícita les asigna la misma consecuencia jurídica que acarrearía la conducta 
realizada por un hombre en pleno uso de sus facultades; por lo cual se considera que 
este sería uno de las causales de inimputabilidad que pudiera tenerse en cuenta para  





Internamiento en centro de deshabituación 
 
El Código Penal Español, consagra que a los exentos de responsabilidad penal 
conforme al número 2.º del artículo 20 se les aplicará, si fuere necesaria, la medida 
de internamiento en centro de deshabituación público, o privado debidamente 
acreditado u homologado, o cualquiera otra de las medidas previstas en el apartado 
3 del artículo 96. 
 
Un centro de deshabituación, es un centro de rehabilitación del consumo de 
sustancias psicoactivas o alcohólicas. 
 
En Colombia, la Ley 1566 de 2012, ordena la atención integral a toda persona que 
sufra trastornos mentales o cualquier otra patología derivada del consumo, abuso y 
adicción a sustancias psicoactivas licitas o ilícitas, la cual tendrá derecho a ser 
atendida en forma integral por las Entidades que conforman el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y las instituciones públicas o privadas especializadas para 
el tratamiento de dichos trastornos. 
 
Sin embargo, se considera que es necesario que el Gobierno cree Centros 
especializados en la atención de estas personas, ya que los pocos que existen son 














CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
La inimputabilidad es la incapacidad de ser culpable, aplicada a algunos individuos 
que sufren que por su condición (desórdenes mentales, alteraciones de la 
conciencia, de la realidad, diversidad sociocultural), no está en capacidad de conocer 
y comprender que actúa antijurídicamente o que pudiendo comprenderlo, no está en 
condiciones de actuar de otra manera. 
 
La legislación penal tanto colombiana (Ley 599 de 2000), como española (Ley 10 de 
1995), consagra una legislación penal especial para estas personas que sufren estas 
anomalías psíquicas, biológicas y sociológicas.  
 
En Colombia, las causales de inimputabilidad, que consagra la legislación penal son: 
El trastorno mental –ya sea transitorio o permanente-, la inmadurez psicológica y la 
diversidad sociocultural o estados similares. Por su parte en España, las causales de 
inimputabilidad pueden resumirse en anomalía psíquica, la grave alteración de la 
conciencia, y la alteración de la percepción. 
 
Como puede observarse en ambos Códigos Penales (Español y Colombiano), se 
consagran tres causales de inimputabilidad, sin embargo estas difieren en algunos 
aspectos, por ejemplo en Colombia, se establece como causal la diversidad 
sociocultural, mientras que en España, esta no se contempla. Otra diferencia es que 
en España son causales de inimputabilidad el que el individuo se encuentre en 
estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, 
siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese 
previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la influencia de un síndrome de 
abstinencia, a causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida 
comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa  comprensión;  lo cual no es 




Por otra parte en ambos Códigos Penales (Colombia – España), se determina que 
los menores de 18 años, no son responsables penalmente, de acuerdo a estos 
Códigos, sino que ellos estarán sometidos  a los sistemas de responsabilidad penal 
del menor. 
 
El trastorno mental, a su vez, en el caso Español, tiene tres expresiones: el trastorno 
mental transitorio con persistencia de alteraciones que requieren tratamiento; el 
trastorno mental transitorio con secuelas o base patológica; y  el trastorno mental 
permanente, que es la enfermedad mental permanente.  Por su parte la legislación 
penal colombiana, establece sobre la naturaleza del trastorno mental para determinar 
la inimputabilidad, la  cual puede ser: temporal o permanente. 
 
Cuando un individuo, se encuentra incurso en una de las causales de 
inimputabilidad, es decir, ha sido considerado inimputable, no está sometido a la 
obligación de soportar las sanciones establecidas para el delito, por causa de su 
ejecución, puesto que para establecer su responsabilidad, se requiere que surjan los 
presupuestos de imputabilidad, culpabilidad y anti juridicidad. No obstante, el 
inimputable no estará sometido a la imposición de una pena sino de una medida de 
seguridad, las cuales para el caso de Colombia, son la internación en 
establecimientos psiquiátricos o clínicas adecuadas, la internación en casa de 
estudio o trabajo, y la libertad vigilada; en España, por su parte, se encuentran 
establecidas el internamiento en centro psiquiátrico, el internamiento en centro de 
deshabituación y el internamiento en centro educativo especial. 
 
En cuanto a la determinación de la inimputabilidad de un individuo de acuerdo a la 
legislación penal colombiana y española, se encuentra que las medidas de seguridad 
en ambas legislaciones son impuestas por el Juez, sin embargo, es de resaltar que 
está será fundamentada en la valoración científica y técnica que haga un psiquiatra 






Durante la ejecución de la sentencia, es el Juez el competente para conocer de los 
asuntos relacionados con la sanción, y será él, quien podrá decretar si mantiene la 
medida, decreta el cese de la medida, sustituye la medida, o deja en suspenso la 
ejecución de la medida. 
 
Se considera que en la redacción del Código Penal Colombiano (Ley 599 de 2000), 
tuvo mucho influencia lo desarrollado en el Código Penal Español (Ley 10 de 1995), 
por lo cual no son muchas las diferencias que se encuentran respecto a la figura de 
inimputabilidad en estos dos legislaciones; sin embargo hay algunos aspectos 
relacionados principalmente con el trastorno mental el cual en España se ha 
consagrado en un sentido más amplio, pues incluye oligofrenias y psicopatías.  Otra 
de las situaciones que consagra la legislación española y que no está contenida en la 
colombiana, es la inimputabilidad por estado de intoxicación plena por el consumo de 
bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas y otras 
que produzcan efectos análogos.  Finalmente, se encuentra establecido en España 
el internamiento en un centro de deshabituación, figura que tampoco se encuentra en 
la legislación penal colombiana; por lo cual las recomendaciones van dirigidas a 
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